
La instauración paulatina de un nuevo sistema procesal penal en el 

país constituye una ocasión propicia para revisar el sentido del quehacer 

cotidiano de quienes nos dedicamos al Derecho penal y queremos hacer de 

él una lectura, no siempre posible, en términos de racionalidad. 

Del sistema procesal mismo cabría decir que tras más de veinte meses 

de haber entrado en vigencia en algunas zonas del país, sus resultados 

son por lo menos preocupantes. Algunas de las razones que avalan esta 

afirmación se expondrán a continuación. 

Para empezar, hasta ahora el nuevo sistema procesal se ha carac

terizado por su manifiesta selectividad. De manera mucho más cruda 

que en otros momentos, existen grupos sociales con clara vocación a ser 

sujetos de procesamiento y de condena penal: indigentes y tenedores de 

estupefacientes en dosis apenas superiores a la personal, ladrones callejeros, 

expendedores de discos reproducidos ilegalmente, se han convertido en el 

principal objeto de atención de los órganos de investigación y juzgamiento 

penal. Al tiempo, prácticamente nada hay para mostrar en relación con las 

formas más graves de afectación de la convivencia social. 

Asociado a lo anterior, y causa parcial de ello, es la escasa infraestructura 

desplegada para el efectivo funcionamiento de un sistema ensañado con 

los más vulnerables. No hay sistemas de investigación consolidados, y en 

esa medida, los resultados a mostrar tienen que ver básicamente con las 

condenas de sujetos activos de hechos como los antes descritos, en casos 




